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Resumen: 

El presente informe aborda un tema de suma relevancia jurídica como lo es la 

posibilidad de que las entidades financieras realicen compensaciones en las cuentas 

bancarias de los consumidores sobre sus remuneraciones o pensiones más allá del 

límite de inembargabilidad fijado por el Código Procesal Civil. Así, se plantea la 

interrogante relativa a si dicho límite de inembargabilidad resulta también aplicable 

a las compensaciones efectuadas por los actores financieros. Dada la complejidad y 

la falta de una respuesta sobre dicho tema, a lo largo de la última década el INDECOPI 

y las Autoridades Jurisdiccionales han emitido pronunciamientos en uno u otro 

sentido, denotando la falta de claridad existente sobre este punto, lo cual también se 

ha trasladado a la doctrina. En ese sentido, en el presente informe nos planteamos 

abordar los problemas jurídicos vinculados al tema y realizar un análisis de estos, 

concluyendo así que el ordenamiento jurídico peruano vigente proscribe toda 

compensación sobre las remuneraciones o pensiones de los consumidores que no 

respete el límite de inembargabilidad, en atención al carácter alimentario de los 

mismos. Para arribar a dicha conclusión utilizamos tanto doctrina como 

pronunciamientos judiciales y administrativos, además de las normas nacionales 

vigentes en el ordenamiento jurídico peruano.  
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Introducción: 
El expediente objeto de análisis aborda dos problemas centrales vinculados 

principalmente a las áreas del derecho laboral y derecho del consumidor, además de 

requerir conocimientos vinculados a derecho constitucional, derecho comercial, 

derecho civil y derecho administrativo.  

Al respecto, en primer lugar, el caso que analizaremos en las siguientes páginas nos 

plantea la cuestión relativa a la posibilidad de que los proveedores de créditos 

compensen las deudas de los consumidores por encima del límite de 

inembargabilidad de las remuneraciones o pensiones previsto en el numeral 6 del 

artículo 648° del Código Procesal Civil, en condiciones en las cuales el consumidor 

brindó su consentimiento previo para efectuar compensaciones con las sumas de 

dinero depositadas en su cuenta bancaria.  

En efecto, tal como podrá advertir el lector, el tratamiento de dicho problema exige 

conocimientos vinculados al derecho laboral, constitucional, civil y comercial, de allí 

que revista de gran complejidad.  

En segundo lugar, y de forma secundaria, el expediente también nos invita a 

reflexionar y analizar los alcances y limitaciones en la aplicación del principio de 

confianza legítima en los procedimientos de protección al consumidor a cargo del 

Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad 

Intelectual (en adelante, “INDECOPI”). Ello en la medida en que dicho principio es 

invocado en reiteradas oportunidades por la Autoridad para fundamentar su fallo en 

uno u otro sentido.  

Dicho último punto se encuentra fuertemente vinculado a las áreas de derecho del 

consumidor y derecho administrativo, dado que dicho principio ha sido invocado en 

múltiples ocasiones en los procedimientos en materia de protección al consumidor 

por parte del INDECOPI.  

Dada la complejidad del primer punto planteado respecto a la compensación 

convencional, las Autoridades Administrativas y Judiciales han emitido diversos 

pronunciamientos contradictorios a lo largo del tiempo, motivo por el cual incluso hoy 

en día los consumidores y proveedores no tienen una visión clara respecto de los 

alcances y límites de la compensación convencional respecto a las remuneraciones y 

pensiones.  

En ese sentido, mi justificación para el análisis del presente expediente reside en la 

complejidad de la problemática que aborda y en la búsqueda de contribuir a darle 

una solución definitiva a través de los fundamentos que expondré en el presente 

informe.  

Cabe resaltar que en el expediente objeto de comentario el INDECOPI falló a favor 

del Banco proveedor, en aplicación del principio de confianza legitima y señalando 

que la compensación convencional pactada con los consumidores no debería ceñirse 

necesariamente a los límites de inembargabilidad de las remuneraciones o pensiones 

previstos en el Código Procesal Civil.  

Como no podría ser de otra manera, me encuentro en total desacuerdo con el 

pronunciamiento emitido por la Autoridad Administrativa de Protección al 
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Consumidor, de manera que en las siguientes páginas se analizarán los problemas 

jurídicos del caso y los fundamentos que sustentan mi postura.  

Hechos Relevantes: 
 

Hechos:  
 

1. 26/11/2012: Requerimiento de pago remitido por el Banco al consumidor. Se 

le imputa una deuda de S/ 3,811.75 derivada del uso de su tarjeta de crédito. 

 

2. 30/11/2012: El consumidor realiza el abono de S/ 105.00. 

 

3. 14/12/2013: El consumidor solicita la apertura de una cuenta de ahorros. Para 

dichos efectos, suscribe la solicitud de apertura de la cuenta de ahorros, en la 

cual se declara textualmente que: “Las cuentas, depósitos, tarjetas 

electrónicas y demás servicios que se abran o presten en mérito de la presente 

solicitud, estarán regidos por las condiciones que constan en el 

contrato que rige las condiciones generales de las cuentas y servicios 

del Banco, el mismo que declaro haber leído y aceptar en su 

integridad”.  

 

A su vez, en las Condiciones generales se señala textualmente que: “1. El 

BANCO está facultado por EL CLIENTE respecto a cualesquiera de sus cuentas, 

depósitos, tarjetas, bienes o valores, a: (…) b. Cargar o compensarse, 

imputándolo al pago de las obligaciones directas o indirectas que le 

adeude, incluso aquellas adquiridas de terceros acreedores del CLIENTE y/o 

que éste haya garantizado, sea por capital, intereses, comisiones y gastos 

incluidos los de cobranza directa o encargada a terceros (…).”   

 

4. 19/01/2013: Requerimiento de pago remitido por el Banco al consumidor. Se 

le imputó una deuda de S/ 3,706.75 derivada del uso de su tarjeta de crédito. 

  

5. 29/01/2013: El consumidor recibe el pago de su pensión en su cuenta de 

ahorros por el monto de S/ 2,497.45. El mismo día se registra un retiro de S/ 

1,200.00 realizado por el propio consumidor.  

 

6. 30/01/2013: El banco realiza la compensación de la deuda del consumidor, 

descontando las sumas de / 1,296.41 y S/ 1.04 de su cuenta de ahorros.  

 

Denuncia:  
 

Con fecha 23 de febrero de 2013, el señor Andrés Avelino Flores Venegas (en 

adelante, “el denunciante”) presentó escrito de denuncia por incumplimientos a las 

normas de protección al consumidor contra el Banco de Crédito del Perú (en adelante, 

“la Compañía”, “BCP” o “el Banco”), señalando los siguientes hechos y argumentos:  
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• El BCP habría retirado arbitrariamente los montos de S/ 1,296.41 y S/ 1.04 

de su cuenta corriente de ahorros en la que percibe el pago de su pensión por 

parte de la Municipalidad.  

 

• Asimismo, por motivos ajenos a su voluntad, cuenta con una deuda en soles 

a favor de la denunciada. Siendo que se ha visto imposibilidad de cumplir con 

el pago total de la deuda por motivos económicos personales.  

 

• Refiere que ha coordinado con la Asesora de Cobranzas de la Compañía para 

realizar pagos mensuales de S/ 105.00, de manera que ha venido realizando 

pagos por dicha suma.  

 

• Sostiene que con fecha 29 de enero de 2013 se registró el abono a su cuenta 

corriente de la suma de S/ 2,497.45, monto que corresponde a su pensión. 

Seguidamente, el mismo día habría retirado la suma de S/ 1,200.00, siendo 

S/ 1,297.45 el saldo restante. Sin embargo, el día 30 de enero de 2013 se 

registró el cargo por pago de tarjeta de crédito por la suma de S/ 1,296.41 y 

otro cargo por S/ 1.04, dejando un saldo final de S/ 0.00.  

 

• Siendo ello así, señala que el BCP habría realizado el cobro de una deuda a 

través de un retiro no autorizado de su cuenta en ahorros en la que percibe 

el pago de sus remuneraciones. 

 

 

Descargos:  
 

Con fecha 26 de marzo de 2013, el BCP presentó los descargos correspondientes, 

alegando los siguientes fundamentos:  

7. Las sumas retiradas de la cuenta corriente del denunciado fueron 

compensadas por el BCP el día 30 de enero de 2013 con la finalidad de pagar 

la deuda vencida que mantiene el denunciante por su tarjeta de crédito visa, 

precisando además que a la fecha mantiene una deuda total de S/ 2,241.51 

correspondiente a la tarjeta de crédito de su titularidad.  

 

8. El demandante en su momento suscribió la solicitud de apertura de la cuenta 

de ahorros, en la cual se declara textualmente que: “Las cuentas, depósitos, 

tarjetas electrónicas y demás servicios que se abran o presten en mérito de 

la presente solicitud, estarán regidos por las condiciones que constan 

en el contrato que rige las condiciones generales de las cuentas y 

servicios del Banco, el mismo que declaro haber leído y aceptar en su 

integridad”.  

 

Ahora bien, en las Condiciones generales se señala textualmente que: “1. El 

BANCO está facultado por EL CLIENTE respecto a cualesquiera de sus cuentas, 

depósitos, tarjetas, bienes o valores, a: (…) b. Cargar o compensarse, 

imputándolo al pago de las obligaciones directas o indirectas que le 

adeude, incluso aquellas adquiridas de terceros acreedores del CLIENTE y/o 
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que éste haya garantizado, sea por capital, intereses, comisiones y gastos 

incluidos los de cobranza directa o encargada a terceros (…).”   

 

Así pues, señala que el denunciante habría autorizado al BCP a realizar las 

compensaciones correspondientes con las sumas depositadas en la cuenta 

corriente materia de apertura.  

 

9. Al tratarse de una compensación convencional, no resultarían aplicables las 

exclusiones a la compensación previstas en el artículo 12901° del Código Civil, 

las mismas que serían únicamente aplicables en los casos de compensación 

legal. Sostener lo contrario implicaría una intromisión desproporcionada en la 

autonomía de la voluntad de los consumidores, generándoles mayores 

dificultades en el acceso al crédito.  

 

10. La Sala de Defensa de la Competencia de INDECOPI ha emitido diversos 

pronunciamientos en los que se señala que la limitación prevista en el artículo 

1290° del Código Civil no resulta aplicable a la compensación convencional 

dado que implicaría una intromisión en su libertad de disponer de su 

patrimonio y haría más costoso el crédito para los consumidores. Dicho criterio 

ha sido recogido en las resoluciones No. 3448-2011/SC2-INDECOPI, No. 

0417-2012/SC2-INDECOPI y No. 0696-2012/SC2-INDECOPI.  

 

11. Finalmente, una interpretación en sentido contrario validaría el 

incumplimiento de obligaciones generando una excepción a favor de los 

deudores, lo cual se opondría a su proceder anterior en el que voluntariamente 

dieron su consentimiento para una eventual compensación. Además de ello, 

señalar que convencionalmente el deudor no puede acordar la compensación 

de conceptos excluidos por la legislación en interés de aquél equivaldría a 

condenar al deudor a serlo indefinidamente, lo cual es un resultado indeseado 

por el ordenamiento jurídico.  

 

Resolución Final No. 218-2013/ILN-PS0:  
 

Mediante Resolución Final No. 218-2013/ILN-PS0, de fecha 11 de abril de 2013, el 

Órgano Resolutivo de Procedimientos Sumarísimos de Protección al Consumidor de 

Lima Norte declaró infundada la denuncia interpuesta por infracción al artículo 19° 

del Código de Protección y Defensa del Consumidor. Los argumentos expuestos por 

el Órgano en mención fueron los siguientes:  

• Si bien el señor Flores señaló en su denuncia que habría llegado a un acuerdo 

con el Banco sobre la forma de pago de la deuda que mantenía pendiente de 

pago, definiendo un pago mensual de S/ 105.00, no ha presentado medio 

probatorio alguno para efectos de acreditar dicha alegación.  

 

 
1 Artículo 1290.- Se prohíbe la compensación:  
1.- En la restitución de bienes de los que el propietario haya sido despojado.  
2.- En la restitución de bienes depositados o entregados en comodato.  
3.- Del crédito inembargable.  
4.- Entre particulares y el Estado, salvo en los casos permitidos por la ley. 
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• El denunciante suscribió el documento denominado “Operación solicitada 

apertura de cuentas” de fecha 14 de diciembre de 2013, en el cual se deja 

constancia que el mismo acepta lo establecido en el contrato que contiene las 

condiciones generales de la cuenta de ahorros. Asimismo, en las “condiciones 

generales de las cuentas y servicios del Banco” se verifica que el Banco 

contaba con la autorización del denunciante para compensar sus adeudos en 

su cuenta de ahorros. 

 

• Mediante Resolución No. 3448-2011/SC2-INDECOPI, la Sala Especializada de 

Protección al Consumidor del INDECOPI precisó su criterio contenido en la 

Resolución No. 0199-2010/SC2-INDECOPI en materia de compensación con 

cargo a remuneraciones o pensiones, diferenciando el embargo sobre haberes 

o pensiones, de aquel supuesto en que el consumidor afectó libre y 

voluntariamente su remuneración o pensión para atender en vía de 

compensación sus obligaciones, estableciendo que la prohibición contenida en 

el artículo 648° del Código procesal Civil cobraba sentido únicamente en el 

caso específico de embargos, más no en la compensación libre y voluntaria 

pactada con el consumidor.  

 

• Así, toda vez que en el presente caso el señor Flores autorizó al Banco a cobrar 

su deuda en la cuenta de ahorros, corresponde declarar infundada la denuncia 

interpuesta contra el Banco.  

 

Resolución Final No. 476-2013/ILN-CPC:  
 

Mediante Resolución Final No. 476-2013/ILN-CPC, de fecha 26 de junio de 2013, la 

Comisión de Protección al Consumidor de Lima Norte revocó la Resolución Final No. 

218-2013/ILN-PS0 en el extremo que declaró infundada la denuncia contra el Banco, 

y reformándola, declaró fundada la denuncia, ordenando como medida correctiva el 

extorno del importe de S/ 1,081.63. Los argumentos expuestos por la Comisión en 

mención fueron los siguientes:  

• El artículo 648° del Código Procesal Civil señala en forma taxativa cuáles son 

los bienes calificados como inembargables. Dichos supuestos vienen a ser 

excepciones a toda clase de compensación, sea legal o convencional.  

 

• La autonomía privada no es irrestricta, encontrando su límite en aquel ámbito 

regulado por normas de obligatorio cumplimiento o de carácter prohibitivo, 

sin que quepa la posibilidad de pactar contra ellas.  

 

• La remuneración tiene una función garantizadora de la adecuada subsistencia 

del trabajador y, de ser el caso, también de sus dependientes. Por dicho 

motivo es que se reconoce el carácter alimentario de dicho concepto, lo cual 

también es aplicable al caso de la pensión. Así, en atención a la especial 

naturaleza de la remuneración o pensión, el legislador ha optado por su 

protección normativa, estableciendo la limitación legal de compensación, 

tanto legal como convencional.  
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• En el caso en particular, el consumidor autorizó de manera general que se 

proceda a la compensación con cargo a los fondos que mantenga con la 

entidad financiera, por lo que un consumidor podrá interpretar válidamente 

que la entidad se encuentra facultada a oponer la compensación respetando 

los límites previstos en el artículo 1290° del Código Civil y 648° del Código 

Procesal Civil. Sostener lo contrario implicaría validar el ejercicio abusivo del 

derecho a la compensación por encima de las disposiciones constitucionales y 

legales que buscan tutelar un interés superior basado en el carácter 

alimentario de las remuneraciones y pensiones.  

 

• Así al haberse efectuado la compensación sin respetar los límites previstos 

legislativamente, corresponde declarar fundada la denuncia, ordenando la 

devolución de S/ 1,081.63. 

 

Informe Jurídico del Dr. Francisco Eguiguren Praeli 
 

Con fecha 26 de julio de 2013, el BCP presentó un Informe Jurídico elaborado por el 

Dr. Francisco Eguiguren Praeli en el cual sostiene que las limitaciones previstas en el 

artículo 1290° del Código Civil y 648° del Código Procesal Civil no resultan aplicables 

a la compensación convencional bajo el siguiente razonamiento:  

• La prohibición de compensación contenida, de manera concordada, en el 

artículo 132°, numeral 11 de la Ley No. 26702, el artículo 1290°, inciso 3 del 

Código Civil y el artículo 648°, inciso 6 del Código Procesal Civil, no resulta 

aplicable a una compensación de tipo convencional, emanada de un contrato 

celebrado entre el Banco y el cliente, donde éste autoriza a efectuarla con 

cargo a los recursos que posee en sus cuentas en el mismo Banco.  

 

• Consideramos que la finalidad de la prohibición contenida en el artículo 648°, 

inciso 6 del Código Procesal Civil, que hace inembargable la remuneración del 

trabajador hasta un determinado limite, es garantizar a éste la preservación 

de un determinado monto de su remuneración necesario para asegurar su 

subsistencia y la de su familia, impidiendo que su acreedor pueda embargar 

dichos fondos. Sin embargo, esa prohibición no impide que el propio 

trabajador, así como puede disponer libremente de los dineros provenientes 

de su remuneración para mantenerlos en una cuenta bancaria, realizar 

consumidor, o adquirir bienes, también pueda voluntariamente, mediante un 

contrato, comprometer dichos recursos para el pago de deudas que tenga con 

un banco, realizándose la compensación con cargo al dinero depositado en su 

cuenta de haberes.  

 

• En ese sentido, la prohibición en mención no resulta aplicable a la 

compensación convencional, es decir, a aquella que se produce bajo el 

sustento y resguardo del principio de autonomía privada, por existir un 

acuerdo contractual previo entre las partes que la autoriza expresamente.  

 



 
 

10 
 

Resolución No. 3092-2013/SPC-INDECOPI 
 

Mediante Resolución No. 3092-2013/SPC-INDECOPI, de fecha 18 de noviembre de 

2013, la Sala Especializada en Protección al Consumidor declaró fundado el recurso 

de revisión presentado por el Banco en el extremo referido a la vulneración del 

principio de confianza legítima, declarando así la nulidad de la Resolución No. 476-

2013/ILN-CPC y ordenando a la Comisión emitir un nuevo pronunciamiento. La Sala 

en mención utilizó los siguientes argumentos para sustentar su fallo: 

 

• Mediante la Resolución No. 3448-2021/SC2-INDECOPI la Sala estableció que 

las entidades del sistema financiero contaban con la posibilidad de compensar 

los adeudos de sus clientes con los activos que mantuvieran bajo su 

administración, siempre que estos así lo hubieran autorizado previa y 

expresamente. Entre los fundamentos de dichas resoluciones destacan los 

siguientes:  

 

- La compensación es un acto de disposición patrimonial y, siendo que toda 

persona es libre de disponer de su patrimonio, cualquier limitación debe 

ser interpretada restrictivamente a fin de no afectar la mencionada esfera 

de libertad.  

 

- Una interpretación en sentido contrario validaría el incumplimiento de 

obligaciones generando una excepción a favor de los deudores, que se 

opone a su proceder anterior cuando voluntariamente dieron su 

consentimiento para una eventual compensación. Asimismo, volvería más 

costoso el crédito y podría generar la contracción de la oferta de crédito. 

  

- La prohibición de afectación de remuneraciones o pensiones contenida en 

el artículo 648° del Código Procesal Civil tiene sentido únicamente en su 

literalidad, esto es, en el caso específico de embargos, más no en la 

compensación libre y voluntaria, considerando que la desprotección que 

busca cautelar se dirige a aquel consumidor que ve afectado sus haberes 

sin haber previamente consentido la compensación a favor de su deudor.  

 

• La compensación realizada por el Banco se encontraba sustentada en un 

criterio de interpretación desarrollada por la Sala, según la cual, de acuerdo 

a las reglas del mercado, los proveedores de productos y/o servicios 

financieros contaban con la posibilidad de efectuar la compensación de las 

deudas de sus clientes con los activos que mantuvieran en su administración, 

siempre que demostraran haber sido previa y expresamente facultados por 

los consumidores para ello.  

 

 

Resolución No. 932-2014/ILN-CPC 
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Mediante Resolución No. 932-2014/ILN-CPC, de fecha 23 de julio de 2013, la 

Comisión de Protección al Consumidor de Lima Norte declaró fundada la denuncia, 

en base a los siguientes argumentos:  

• El Banco estableció su potestad de realizar cargos en las diversas cuentas del 

consumidor, sin especificar cómo esta sería ejecutada en caso se tratasen de 

fondos provenientes de la remuneración o pensión mensual del cliente, es 

decir, el porcentaje de los mismos de los cuales dispondría. No obstante, 

dispuso de la totalidad de los fondos disponibles en la cuenta de ahorros del 

interesado al 30 de enero de 2013 ascendente a S/ 1,297.45. 

 

• Cabe acotar que el señor Flores solicitó la apertura de su cuenta sueldo con 

fecha 14 de diciembre de 2012, después de generada la deuda que le es 

imputada, lo cual evidencia que dicho activo no determinó la estimación del 

riesgo de retorno de crédito por parte de la entidad financiera, pues al 

momento de otorgar el crédito no formaba parte de las cuentas que 

administraba.  

 

• El Banco no actuó debidamente al afectar la totalidad del saldo disponible 

generado por el pago de la pensión del denunciante, más aún cuando la 

ejecución en dichos términos no resulta previsible dada la forma general en 

la que fue redactada la posibilidad de compensar con las sumas depositadas 

en la cuenta corriente. Así, pese a que el banco contaba con la facultad de 

compensar las deudas omitió informar expresamente los términos en qué ésta 

podría ejecutarse.  

 

• La compensación realizada por el Banco se encontraba sustentada en un 

criterio de interpretación esbozado por INDECOPI, por lo que, en virtud del 

principio de confianza legítima, dicha circunstancia constituye un atenuante 

en la sanción a imponerse, la cual será de una amonestación.  

 

Resolución No. 4036-2014/SPC-INDECOPI 
 

Mediante Resolución No. 4036-2014/SPC-INDECOPI, de fecha 25 de noviembre de 

2014, la Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI declaró 

fundado el recurso de revisión presentado por el Banco e infundada la denuncia. Los 

argumentos empleados por la Sala en mención fueron los siguientes:  

• Contrariamente a lo indicado por la Comisión, la interpretación de la aplicación 

del principio de confianza legítima no se orientaba a calificar como un criterio 

a tener en cuenta en la graduación de la sanción, sino que el mismo guardaba 

incidencia en la determinación de la responsabilidad. Siendo ello así, la 

Comisión aplicó indebidamente dicho principio como un factor atenuante.  

 

• El criterio señalado por la Sala en anteriores pronunciamientos no 

contemplaba la necesidad de verificar la existencia de un acuerdo expreso 

entre las partes con relación a la forma en la que se ejecutaría el cobro de las 

acreencias exigibles sobre los fondos de las cuentas donde los usuarios 
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percibieran sus remuneraciones o pensiones. Así, la Comisión incorporó un 

requisito adicional al exigir al Banco la fijación expresa del porcentaje 

disponible para oponer a los saldos deudores pendientes que mantuvieres 

frente a las entidades financieras, a fin de amortizarlos vía la figura de la 

compensación.  

 

• En ese sentido, las pautas dictadas por el criterio invocado no exigen que el 

acuerdo adoptado contenga dentro de las estipulaciones contractuales la 

especificación referida a la fijación de un límite de disponibilidad máxima de 

los fondos de las cuentas de ellos administrados, para validar los descuentos 

que se efectúen vía compensación. Siendo ello así, la Comisión inaplicó los 

principios del debido procedimiento y el deber de motivación tras alejarse de 

los criterios contenidos en las resoluciones invocadas, pues incorporó un 

requisito adicional, en virtud del cual determinó la responsabilidad del Banco. 

  

• Toda vez que la compensación fue realizada en virtud del principio de 

confianza legitima y tras contar con el consentimiento del consumidor, 

corresponde declarar infundada la denuncia.   

 

 

Identificación de Problemas jurídicos: 
 

Tal como hemos señalado en la introducción del presente trabajo, el expediente nos 

plantea dos problemas centrales, el primero de ellos vinculado a la compensación 

sobre las remuneraciones o pensiones, y el segundo relacionado al principio de 

confianza legítima.  

Teniendo ello en consideración, se han identificado los problemas jurídicos en función 

a ambos problemas centrales, empleando el método cartesiano difundido por el 

Profesor Marcial Rubio Correa:  

 

Problemas vinculados a la compensación:  

 

1- ¿Se ha configurado una compensación convencional? 

2- ¿Existe alguna norma que prohíba realizar una compensación convencional 

sobre las pensiones más allá del límite previsto en el artículo 648° del Código 

procesal Civil? 

3- ¿Existen razones que justifiquen considerar a la compensación convencional 

como una excepción a la prohibición?   

4- ¿Las remuneraciones y pensiones mantienen su calidad de tal una vez 

depositadas en una cuenta de ahorros?  

5- ¿Se ha incumplido el deber de idoneidad?  
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Problemas vinculados al principio de confianza legítima: 
  

6- ¿El principio de confianza legítima resulta aplicable al caso?  

7- ¿Dicho principio constituye un factor atenuante o un eximente de 

responsabilidad?  

 

Análisis de Problemas jurídicos: 
 

¿Se ha configurado una compensación convencional? 

 

A efectos de determinar si se ha configurado en el caso en concreto una 

compensación convencional o no, es necesario analizar la institución de la 

compensación y el marco normativo aplicable.  

La compensación es uno de los medios de extinción de las obligaciones regulado en 

el Código Civil peruano, bajo dicha institución ambas partes son acreedoras y 

deudoras entre sí simultáneamente, de manera que a efectos de evitar un “doble 

pago” se recurre a la compensación.  

Sobre dicha figura, los profesores Osterling y Castillo sostienen que la compensación 

es un mecanismo de extinción de las obligaciones que requiere que dos sujetos 

ostenten simultáneamente y entre sí la parte deudora y acreedora. A su vez, el 

crédito debe ser líquido, exigible y fungibles entre sí, de acuerdo a lo señalado en el 

Código Civil peruano (2009: 1). 

Ahora bien, nuestro Código Civil recoge los requisitos para que una parte oponga a 

otra la compensación legal, los cuales se encuentra regulados en el artículo 1288° 

del Código Civil:  

“Artículo 1288.- Por la compensación se extinguen las obligaciones recíprocas, 

líquidas, exigibles y de prestaciones fungibles y homogéneas, hasta donde 

respectivamente alcancen, desde que hayan sido opuestas la una a la otra. La 

compensación no opera cuando el acreedor y el deudor la excluyen de común 

acuerdo”. 

Así pues, para que una de las partes recurra a la compensación legal prevista en el 

artículo 1288° del Código Civil, es necesario que las obligaciones sean recíprocas, 

líquidas, exigibles y de prestaciones fungibles y homogéneas.  

Para efectos del presente caso, únicamente nos interesa analizar el requisito de la 

reciprocidad de las obligaciones, ya que dicho requisito, como veremos más adelante, 

también es necesario en el caso de la compensación convencional.  

El profesor Castillo señala que la reciprocidad implica que dos sujetos jurídicos sean 

acreedores y deudores entre sí, siendo irrelevante si la reciprocidad tiene su origen 

en un mismo acto jurídico o en varios (2017: 130). Es decir, el requisito de la 

reciprocidad exige que ambas partes sean acreedoras de un crédito exigible a la otra 

parte.  
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Pues bien, hasta este punto hemos explicado la figura de la compensación prevista 

en el artículo 1288° del Código Civil, que no es otra cosa que la compensación legal 

y que opera de manera unilateral, siempre que se cumplan los requisitos señalados, 

los que incluyen a la reciprocidad.  

Por otro lado, nos encontramos a la compensación convencional o bilateral, la cual 

se deriva necesariamente de un acuerdo entre las partes. Dicha compensación se 

encuentra regulada en el artículo 1289° del Código Civil:  

“Artículo 1289.- Puede oponerse la compensación por acuerdo entre las 

partes, aun cuando no concurran los requisitos previstos por el artículo 1288. 

Los requisitos para tal compensación pueden establecerse previamente”. 

Si bien el fraseo del artículo señala que no es necesario que concurran los requisitos 

previstos para la compensación legal, la doctrina es pacífica al señalar que, al menos, 

debe concurrir el requisito de la reciprocidad, pues de lo contrario, sería imposible 

hablar de una compensación propiamente dicha.  

Así, los profesores Osterling y Castillo señalan que la reciprocidad es un requisito 

indispensable para la compensación bilateral, ya que, si bien sería posible compensar 

obligaciones que no tengan la calidad de líquidas, fungibles o exigibles, no sucedería 

lo mismo en el caso de obligaciones que no sean recíprocas (2009: 8) 

En ese sentido, la compensación convencional es aquella prevista por acuerdo entre 

las partes, motivo por el cual no se exige el cumplimiento de los requisitos previstos 

para la compensación legal, exceptuando el requisito de la reciprocidad, pues de lo 

contrario la compensación dejaría de ser tal.  

Habiendo esclarecido ello, resta evaluar sí en el caso en concreto operó o no una 

compensación convencional.  

Como punto de partida, debemos advertir que el denunciante suscribió la solicitud de 

apertura de la cuenta de ahorros, en la cual se declara textualmente que: “Las 

cuentas, depósitos, tarjetas electrónicas y demás servicios que se abran o presten 

en mérito de la presente solicitud, estarán regidos por las condiciones que 

constan en el contrato que rige las condiciones generales de las cuentas y 

servicios del Banco, el mismo que declaro haber leído y aceptar en su 

integridad”.  

A su vez, en las condiciones generales se señala textualmente que el BCP se 

encontraba facultado para compensarse respecto de cualquier de sus cuentas o 

tarjeta del cliente.  

Así pues, las partes han pactado que el BCP se encuentra facultado sobre los 

depósitos realizados a la cuenta corriente a compensarse el pago de las obligaciones 

que le adeude el denunciante. Siendo ello así, dicha cláusula contiene la posibilidad 

de compensar en favor del Banco, de manera que se ha pactado una compensación 

convencional.  

Si bien no se han señalado que requisitos deben concurrir para que pueda operar la 

compensación, recordemos que la compensación convencional no exige la 

concurrencia de determinados requisitos, siendo suficiente que concurra la 

reciprocidad o los requisitos que puedan haber previsto las partes.  
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Así, en este caso se ha pactado la posibilidad de que el Banco efectúe la 

compensación de las deudas que tenga el cliente con los depósitos realizados a la 

cuenta bancaria, siendo que se cumple el requisito de la reciprocidad, pues el Banco 

se encuentra obligado a pagar o entregar la suma de dinero depositada por un 

tercero, mientras que el denunciante se encuentra obligado a realizar el pago de la 

deuda que mantiene con el Banco. De modo que, a efectos de evitar que el Banco 

tenga que entregar la suma de dinero para que el usuario a su vez tenga que pagarle 

a dicha institución, se ha previsto el mecanismo de la compensación en favor de la 

entidad bancaria.  

Asimismo, tal como se desprende de los hechos del caso, los cuales han sido 

reconocidos por ambas partes, el día 29 de enero de 2013 el denunciante recibió el 

pago de su pensión en su cuenta de ahorros por el monto de S/ 2,497.45. A su vez, 

al día siguiente el Banco realizó la compensación de la deuda del consumidor, 

descontando las sumas de / 1,296.41 y S/ 1.04 de su cuenta de ahorros.  

De tal modo que en el presente caso ha operado una compensación convencional, 

pactada por las partes a través de la suscripción de la solicitud de apertura de cuenta 

de ahorros.  

Cabe precisar que la figura de la compensación convencional es distinta a la del débito 

automático, la cual es empleada usualmente en las relaciones de consumo. En virtud 

de dicha figura, la entidad bancaria tendría la obligación de realizar un cargo sobre 

la cuenta bancaria del consumidor en la fecha que hayan pactado las partes, ello con 

el propósito de evitar el costo por parte del consumidor de tener que acercarse a la 

entidad bancaria a realizar el pago de una deuda.  

Ahora bien, habiendo esclarecido que nos encontramos frente a una compensación 

convencional y no frente a un débito automático, resta analizar si existen normas en 

el ordenamiento nacional que proscriban la compensación convencional sobre las 

pensiones más allá del límite previsto en el artículo 648° del Código procesal Civil.  

¿Existe alguna norma que prohíba realizar una compensación convencional sobre 

las pensiones más allá del límite previsto en el artículo 648° del Código procesal 

Civil? 

 

A efectos de analizar si existe alguna norma que establezca la prohibición en 

mención, debemos, como punto de partida, recurrir a la normativa especial que 

regula a las entidades financieras y a las relaciones de consumo.  

Pues bien, la única disposición especial vinculada a la compensación se encuentra 

regulada en el numeral 11 del artículo 132° de la Ley No. 26702, Ley General del 

Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y Orgánica de la Superintendencia de 

Banca y Seguros:  

“Artículo 132.- Formas de atenuar los riesgos para el ahorrista.   

En aplicación del artículo 87 de la Constitución Política, son formas mediante 

las cuales se procura, adicionalmente la atenuación de los riesgos para el 

ahorrista:  
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 11. El derecho de compensación de las empresas entre sus acreencias y los 

activos del deudor que mantenga en su poder, hasta por el monto de aquellas, 

devolviendo a la masa del deudor el exceso resultante, si hubiere. No serán 

objeto de compensación los activos legal o contractualmente 

declarados intangibles o excluidos de este derecho”.  

Así dicha norma reconoce la posibilidad de que las empresas del sistema financiero 

realicen compensaciones con los activos de los deudores que mantenga en su poder. 

Sin embargo, realiza la importante precisión de que no puede ser objeto de 

compensación los activos legal o contractualmente declarados intangibles o excluidos 

de este derecho.  

Ahora bien, y considerando que en el caso en concreto no se ha declarado 

contractualmente ningún activo como intangible ni se ha excluido de la 

compensación, resta preguntarnos, ¿qué activos son legalmente intangibles o se 

encuentran excluidos de la compensación? 

La norma especial no nos brinda una respuesta a dicha interrogante, con lo cual nos 

vemos obligados a recurrir a la supletoriedad del Código Civil. Recordemos que, en 

relación a la supletoriedad, Neves señala que a través de dicha figura se aplica una 

segunda norma, de carácter general, que contiene una regulación de un hecho que 

en principio debía se regulado por una primera norma especial, pero al no hacerlo 

aquella, corresponde la aplicación de la norma general (2018: 159). 

Así, ante la ausencia de una regulación especial que nos brinde una respuesta a la 

interrogante planteada, resulta necesario recurrir al Código Civil. Ello considerando 

además que el artículo 4° de dicha ley señala que:  

“Artículo 4.- Aplicación supletoria de otras normas.  

Las disposiciones del derecho mercantil y del derecho común, así como los 

usos y prácticas comerciales, son de aplicación supletoria a las empresas”. 

Por su parte, el artículo IX del título preliminar del Código Civil prevé dicha 

supletoriedad: 

“Artículo IX.- Las disposiciones del Código Civil se aplican supletoriamente a 

las relaciones y situaciones jurídicas reguladas por otras leyes, siempre que 

no sean incompatibles con su naturaleza”. 

Así pues, resulta indubitable que la respuesta a la interrogante planteada nos obliga 

a recurrir a dicho cuerpo normativo.  

Ahora bien, el artículo 1290° del Código Civil señala que:  

“Artículo 1290.- Se prohíbe la compensación:  

1.- En la restitución de bienes de los que el propietario haya sido despojado.  

2.- En la restitución de bienes depositados o entregados en comodato.  

3.- Del crédito inembargable.  

4.- Entre particulares y el Estado, salvo en los casos permitidos por la ley”. 

(Énfasis agregado) 
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Así, la prohibición contenida en el artículo 1290° del Código Civil nos remite al 

numeral 6 del artículo 648° del Código Procesal Civil que señala que:  

"Artículo 648.- Son inembargables: 

(…) 

6. Las remuneraciones y pensiones, cuando no excedan de cinco 

Unidades de Referencia Procesal. El exceso es embargable hasta una 

tercera parte. Cuando se trata de garantizar obligaciones alimentarias, el 

embargado procederá hasta el sesenta por ciento del total de los ingresos, 

con la sola deducción de los descuentos establecidos por ley” (Énfasis 

agregado)  

Siendo ello así, el Código Civil, remitiéndonos al Código Procesal Civil, señala que se 

encuentra prohibida la compensación del crédito inembargable constituido por las 

pensiones cuando no excedan de las 5 Unidades de Referencia Procesal – URP, 

encontrándose fuera del alcance de la prohibición el exceso hasta una tercera parte.  

Así pues, retornando al punto de partida, el numeral 11 del artículo 132° de la Ley 

No. 26702 señala que no pueden ser objeto de compensación los activos legalmente 

declarados intangibles o excluidos de la compensación.  

De tal mondo que, existen dos posibles supuestos de hecho en los cuales no se podrá 

aplicar la compensación: 1. En caso el activo sea declarado intangible o 2. En caso el 

activo se encuentre excluido legalmente de la compensación.  

Respecto del primer supuesto, debemos advertir que el artículo 12° de la Constitución 

Política del Perú establece que:  

“Artículo 12.- Fondos de la Seguridad Social  

Los fondos y las reservas de la seguridad social son intangibles. Los recursos se 

aplican en la forma y bajo la responsabilidad que señala la ley”.   

Si bien en el caso en concreto se desconoce el régimen pensionario del denunciante, 

dicho artículo establece la intangibilidad de los fondos de la seguridad social, esto es, 

del dinero recaudado con la finalidad de asegurar una pensión en el futuro, sin 

embargo, no le reconoce el carácter intangible a la pensión en sí misma. Caso 

distinto, por ejemplo, al de la Compensación por Tiempo de Servicios – CTS, en cuyo 

caso el artículo 37º del Decreto Supremo No. 001-97-TR reconoce expresamente el 

carácter intangible de los depósitos de la CTS y sus intereses. 

 

En ese sentido, no se cumple el primer supuesto de hecho contenido numeral 11 del 

artículo 132° de la Ley No. 26702, en la medida en que la pensión o parte de ella no 

ha sido declarada legalmente como intangible.  

Siendo ello así, somos de la opinión de que en el presente caso se debe aplicar el 

segundo supuesto en mención, esto es, el referido a que el activo (en este caso, la 

pensión) se encuentra legalmente y parcialmente excluida de la posibilidad de ser 

pasible de compensación, de acuerdo a los límites previstos por el numeral 6 del 

artículo 648° del Código Procesal Civil.  
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De esta manera, sostenemos que la prohibición en el presente caso no reside en el 

carácter intangible declarado legalmente, sino más bien en que el activo se encuentra 

excluido legalmente de la compensación de acuerdo a los límites previstos.  

En relación a ello, Ezcurra y Valencia sostienen que es acertado concluir que, a partir 

de una lectura sistemática del artículo 1290° del Código Civil y 648° del Código 

Procesal Civil, las remuneraciones no pueden ser compensadas. Sin embargo, 

señalan que la equivocación de INDECOPI residía en que dicho supuesto no le es 

aplicable al Banco ya que dicha entidad no tiene en su poder las remuneraciones de 

los trabajadores (refiriéndose a los consumidores) (2011: 56). Cabe resaltar que 

ambos consideran que, una vez depositada la remuneración en una cuenta bancaria, 

la misma pierde su calidad de tal, de ahí que sostengan dicha afirmación.  

Si bien los citados autores realizan la afirmación citada señalando que la entidad 

financiera nunca tendrá en su poder remuneraciones, los mismos reconocen que es 

jurídicamente correcto concluir, a partir de una lectura sistemática de las normas, 

que se prohíbe la compensación de las remuneraciones o pensiones por encima del 

límite fijado en el Código Procesal Civil.  

Asimismo, debemos resaltar el hecho de que el 1290° del Código Civil señala que: 

“se prohíbe la compensación”, esto es, no delimita su ámbito de aplicación a la 

compensación convencional o legal, siendo aplicable a ambos tipos de 

compensaciones, de acuerdo a la literalidad de la norma.  

En ese mismo sentido se han pronunciado los profesores Osterling y Castillo, quienes 

afirman que por razones de ética, justicia, orden pública, entre otros, la norma 

excluye la figura de la compensación de determinadas obligaciones. Así, dichos 

supuestos serían excepciones a toda clase de compensación en virtud del origen o 

fuente del crédito no compensable (2009: 9). 

Ahora bien, ¿Cuál es la importancia que tiene la remuneración o la pensión en este 

caso para que el legislador le haya dado la calidad de crédito inembargable y no 

sujeto a compensación? Pues bien, su importancia reside en que garantiza la 

subsistencia del trabajador o pensionista, en la medida en que le permite cubrir sus 

necesidades básicas.  

Ello se encuentra alineado con lo establecido en el artículo 1° de la Constitución 

Política del Perú, el cual señala que el respeto de la dignidad de la persona es el fin 

de la sociedad y del Estado. Así, se protege tanto a la remuneración como a la pensión 

de toda persona en tanto se busca respetar su dignidad, evitando que se vea 

desprovisto de los ingresos mínimos que le permitan cubrir sus necesidades.  

En esa misma línea, el profesor Arce, refiriéndose al carácter inembargable de la 

remuneración sostiene que el fundamento detrás de dicha disposición reside en la 

necesidad de subsistencia del trabajador deudor y la protección social al mismo 

(2013: 388).  

Por su parte, Sarzo sostiene que a partir de una interpretación sistemática del artículo 

1290° del Código Civil y 648° del Código Procesal Civil se concluye la exclusión de la 

remuneración como un bien inembargable de la compensación. De manera que el 

derecho a una remuneración suficiente tendría el mismo alcance ya sea frente a un 

embargo judicial como frente a una compensación (2012: 105).  
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Así, nosotros nos adherimos a dicha postura, de manera que concluimos que, por 

disposición del artículo 1290° del Código Civil, el BCP no podía compensar las deudas 

del denunciante con el depósito correspondiente a su pensión sin respetar el límite 

previsto en el Código Procesal Civil.  

Sin perjuicio de la conclusión a la que hemos arribado a partir de un análisis de las 

normas aplicables al caso, analizaremos a continuación los diversos 

pronunciamientos que han emitido tanto INDECOPI como las Autoridades 

Jurisdiccionales respecto a si la normativa proscribe o no la compensación 

convencional por encima de los límites fijados en el Código Procesal Civil.  

Al respecto, en un primer momento, la Sala de Defensa de la Competencia No. 2 

emitió la Resolución No. 0199-2010/SC2-INDECOPI en el marco del Expediente No. 

270-2008/CPC, a través de la cual señaló lo siguiente:  

“22. Así, de un análisis sistemático de las normas, es posible afirmar 

que el derecho de compensación no procede respecto de bienes 

inembargables, en particular, respecto de las remuneraciones con las 

limitaciones que la Ley establece. Dicha interpretación es unánime a nivel 

doctrinal, así, Raúl Ferrero Costa señala que no son compensables los créditos 

inembargables, como los créditos por alimentos y parcialmente, las 

remuneraciones y pensiones. 

23. La protección que el sistema normativo otorga a la remuneración, 

al considerarla inembargable e incompensable, se justifica en que 

ésta tiene como finalidad la satisfacción de necesidades vitales de los 

trabajadores, por lo que, de permitirse su afectación, se pondría en 

riesgo incluso la subsistencia de éstos”. (Énfasis agregado) 

 

Así, en un primer momento el INDECOPI también arribó a la conclusión, a partir de 

una lectura sistemática de las normas, de que la normativa nacional proscribía la 

compensación, sea legal o convencional, del crédito inembargable, constituido por 

una fracción de la remuneración o pensiones.  

Asimismo, resalta el hecho de que haya mencionado expresamente que dicha 

protección se sostiene en que dichos activos tienen por finalidad la satisfacción de 

las necesidades vitales de las personas para permitir su subsistencia, esto es, su 

carácter alimentario.  

De la misma manera, también es importante la mención a que no se deja sin efecto 

la cláusula pactada, pues es perfectamente legal que se aplique una compensación 

convencional sobre las remuneraciones o pensiones, siendo únicamente contrario al 

ordenamiento jurídico la compensación sobre dichos activos sin que se respeten los 

límites fijados en el Código Procesal Civil.  

Posteriormente, la Sala de Defensa de la Competencia emitió la Resolución No. 2326-

2011/SC2-INDECOPI, a través de la cual reiteró el criterio señalado previamente, al 

señalar que se debía respetar los límites de la compensación sobre las pensiones:  

“20. Al respecto, el artículo 648º del Código Procesal Civil califica a las 

remuneraciones y pensiones como bienes inembargables, cuando no exceden 

las 5 Unidades de Referencia Procesal (en adelante, URP), siendo el exceso 

embargable hasta una tercera parte.  
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21. La Comisión halló responsable al Banco en base a los siguientes 

fundamentos: “(…) se evidencia que la cuenta de ahorros del señor 

Rojas, de cuyos fondos se efectuó la compensación, correspondía a la 

cuenta en la cual la AFP Horizonte le realizaba el pago de su pensión 

(…) no es posible desconocer la naturaleza de las pensiones, por el 

solo hecho de haber sido depositadas en una cuenta de ahorros, más 

aún si dicha cuenta es solo un medio que se utiliza para efectuar el 

pago adelantado de las pensiones (…) la prohibición de ejercer el 

derecho de compensación sobre remuneraciones y pensiones no es 

absoluta (…) puede realizarse cuando el monto de la remuneración es 

mayor a 5 URP, siendo el exceso compensable en un tercio. Sin 

embargo, en el presente caso se verifica que los cargos fueron 

realizados incluso por la totalidad del monto de la pensión (…)”. 

Así, en esta oportunidad el INDECOPI mantuvo su postura, aplicándola en el presente 

caso a las pensiones del consumidor.  

Sin embargo, lamentablemente a través de la Resolución 3448-2011/SC2-INDECOPI, 

la Sala de Defensa de la Competencia No. 02 cambió de criterio, señalando lo 

siguiente:  

“14. Se puede apreciar que no existe una disposición que de manera 

expresa y suficiente prohíba a las entidades del sistema financiero a 

compensar sus acreencias con las remuneraciones o pensiones 

menores a 5 URP, sino que esta conclusión es producto de una 

interpretación concordada de leyes ubicadas en cuerpos normativos 

distintos, con ámbitos de aplicación y fines diferentes. 

15. El presente caso que pone nuevamente en discusión el criterio asumido 

por la Sala - a partir de la Resolución 0199-2010/SC2-INDECOPI del 29 de 

enero de 2010 - en materia de compensación con cargo a remuneraciones o 

pensiones, obliga a reevaluar dicha posición no solo desde la legalidad 

de la conducta, sino también considerando los efectos o 

consecuencias que tal decisión puede generar en el mercado 

crediticio. (…)” (Énfasis agregado)  

Al respecto, pese a lo señalado por la Sala, lo cierto es que sí existe una disposición 

que de manera expresa prohíbe la compensación, sea legal o convencional, sobre las 

remuneraciones o pensiones más allá del límite fijado en el Código Procesal Civil.  

Asimismo, la Sala omite considerar el hecho de que la propia Ley No. 26702, Ley 

General del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y Orgánica de la 

Superintendencia de Banca y Seguros nos remite supletoriamente al Código Civil, y 

es el propio numeral 11 del artículo 132° el que nos obliga a recurrir al derecho 

común, de manera que es errónea su conclusión referente a que no existiría tal 

prohibición.  

Por otro lado, resalta el hecho de que mencione que más que evaluar la legalidad de 

la conducta, concentre su análisis en los efectos que podría generar en el mercado 

crediticio su decisión. De tal modo que confunde lo que la norma es con el impacto 

regulatorio que tiene la norma, esto es, con un análisis de política legislativa.   

Continuando con lo señalado en la Resolución 3448-2011/SC2-INDECOPI, la Sala 

señala que:   

18. En el primer supuesto, no estamos en presencia de un acto que 

deba ser siempre entendido como perjudicial para el consumidor 

como para generar una regla de prohibición absoluta. Por ejemplo, éste 

puede decidir libre y voluntariamente que las cuotas del préstamo hipotecario, 
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tarjeta de crédito o préstamo vehicular obtenido con el banco sean cobradas 

mensualmente con cargo a los fondos de su cuenta de remuneraciones. 

19. Este cargo automático es una facilidad para el consumidor, quien 

se libera de la responsabilidad de acercarse a una agencia bancaria 

para lograr el cumplimiento de la obligación y puede administrar de 

mejor manera sus distintas deudas y su propio tiempo, pues en virtud 

de la autorización previa, el Banco compensará automáticamente los 

activos del consumidor que mantiene en su poder (cuenta de ahorros) 

con las acreencias que el Banco mantiene frente a aquél.  

(…) 

22. En el segundo supuesto, el consumidor imprevistamente ve afectada sus 

remuneraciones debido a la propia naturaleza del embargo que además se 

dicta inaudita parte, situación que podría afectar la proyección y provisión de 

ingresos realizada por el consumidor para la atención de sus necesidades 

básicas en el corto plazo e, incluso, poner en riesgo su propia subsistencia. En 

la misma desprotección se encontraría aquel consumidor que ve afectado sus 

haberes sin haber previamente consentido la compensación a favor de su 

acreedor. Aquí es donde cobra sentido la protección que el sistema 

normativo otorga a la remuneración de los trabajadores al 

considerarla inembargable”. (Énfasis agregado) 

Al respecto, como bien señala la sala, la posibilidad de compensar sobre las 

remuneraciones o pensiones no siempre es perjudicial para el consumidor, motivo 

por el cual no existe una prohibición absoluta como erróneamente señala la Sala, 

pues la prohibición es únicamente relativa, de acuerdo a los límites fijados en el 

Código Procesal Civil. En ese sentido, no se encuentra proscriba toda compensación 

sobre dichos activos como erróneamente se ha señalado.  

Por otro lado, la Sala confunde el cargo o débito automático con la compensación, 

pues dicha figura constituye una obligación en cabeza de la entidad bancaria, la cual 

consiste en realizar el débito de una suma dineraria en la fecha pactada con el 

consumidor, mientras que la compensación pactada a favor del Banco constituye un 

derecho potestativo, el cual puede operar no en la fecha de pago, como sería en el 

débito automático, sino más bien una vez transcurrido el plazo de pago de la 

obligación.  

Así, en un pronunciamiento posterior recaído en la Resolución No. 2483-2013/SPC-

INDECOPI, en la cual la Sala de Defensa del Consumidor explica la diferencia entre 

la compensación y el débito automático:  

“25. Entonces, a diferencia de la compensación, que presupone la existencia 

de un derecho potestativo traducido en la facultad del deudor de extinguir su 

obligación oponiéndola a una prestación homogénea, líquida, exigible y 

recíproca con el acreedor; el convenio de débito automático presume, en 

atención a un previo acuerdo con el usuario, el surgimiento de una orden que 

la entidad financiera, que administra las cuentas del cliente, se compromete 

a realizar, con la finalidad de honrar sus obligaciones sin requerir aguardar 

que las mismas sean exigibles”. 

Asimismo, la conclusión referente a que la prohibición relativa cobraría sentido 

únicamente en el caso de los embargos es equivocada, pues omite analizar la ratio 

legis del artículo 1290° del Código Civil, ya que el legislador ha considerado que los 

bienes inembargables tienen tal trascendencia en la protección de determinados 

valores jurídicos y principios, que los mismos no pueden ser ni si quiera pasibles de 

compensación.  
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Finalmente, la Sala continúa señalando en la misma resolución lo siguiente:  

“24. La compensación es un acto de disposición patrimonial y toda 

persona es libre de disponer su patrimonio, por lo que cualquier 

limitación debe ser interpretada restrictivamente a fin de no afectar 

la esfera de libertad propia de toda persona. Cuando un consumidor 

decide que sus remuneraciones pueden servir para atender las obligaciones 

que mantiene con un banco, actúa en el marco de la autonomía privada que 

le es reconocida desde la propia Constitución.  

25. Una interpretación en sentido contrario validaría el 

incumplimiento de obligaciones generando una excepción a favor de 

los deudores, que se opone a su proceder anterior cuando 

voluntariamente dieron su consentimiento para una eventual 

compensación; circunstancia que en la práctica bancaria suele tener 

incidencia en las condiciones de otorgamiento del crédito por 

constituir una facilidad de cobro para la institución bancaria.  

26. La interpretación asumida además torna más costoso el crédito 

para aquellas personas que paradójicamente pretenden ser 

protegidas con la prohibición de compensación. (…) (Énfasis agregado)  

Sobre el particular, tal como podrá apreciar el lector, en los considerandos citados la 

Sala brinda una serie de argumentos para sustentar una interpretación restrictiva -

obviando señalar que la interpretación restrictiva sería del artículo 1290° del Código 

Civil-, los mismos que consisten esencialmente en los efectos que se podrían generar 

en el mercado de créditos en caso se asuma un criterio u otro. Tal como veremos 

más adelante, dichos fundamentos son empleados para sostener el argumento “de 

la disociación”, el cual será materia de análisis más adelante, motivo por el cual 

refutaremos los argumentos planteados por la Sala en un punto posterior del 

presente trabajo.  

Posteriormente a la emisión de la Resolución 3448-2011/SC2-INDECOPI, la Autoridad 

mantuvo el mismo criterio y la misma fundamentación a lo largo de distintos 

pronunciamientos, entre los cuales se encuentra la Resolución No. 4036-2014/SPC-

INDECOPI, emitida en el marco del presente procedimiento.  

Es así que, a raíz de los pronunciamientos uniformes del INDECOPI y con 

posterioridad a la conclusión del procedimiento materia de análisis, la Corte Suprema 

de Justicia de la República, a través de la Casación 11823-2015 Lima, señala que se 

encuentra prohibida la compensación de la remuneración o pensiones por encima de 

los límites fijados en el Código Procesal Civil. Así, la Corte Suprema sostiene lo 

siguiente:  

“3.4. Al respecto, el Código Civil establece los supuestos en los que se 

encuentra prohibido realizar la compensación, entre los cuales señala al 

crédito inembargable: “Artículo 1290 del Código Civil.- Se prohíbe la 

compensación (…) 3. Del Crédito inembargable; (…)”. Es decir, el crédito 

inembargable tampoco resulta susceptible de compensar. Si bien se puede 

llegar a esta premisa mediante un razonamiento lógico - jurídico, es 

conveniente su inclusión expresa en la norma, debido al delicado carácter 

intangible del “crédito inembargable, cuya protección por el Derecho debe ser 

prioritaria en relación a otros derechos patrimoniales”. 

Así, la Corte Suprema sienta una postura a partir de dicho pronunciamiento, en el 

cual considera que los bienes inembargables no son susceptibles de compensación, 

sea legal o convencional, postura a la cual nos adherimos.  
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Asimismo, en esa misma línea, a través de la sentencia recaída en el Expediente No. 

01796-2020-PA/TC, el Tribunal Constitucional señaló lo siguiente:  

“14. Como ya se ha observado esta normativa se aplica inclusive cuando 

existe un contrato que la contraviene. En este caso, la libertad de contratar 

(artículo 62 y el artículo 2.14 de la Constitución) debe interpretarse en 

concordancia con el derecho a la remuneración (artículo 24 de la 

Constitución). Es decir, la compensación que realice el banco del acuerdo 

celebrado, debe ser interpretada en armonía con el artículo 648, inciso 6 del 

Código Procesal Civil, por lo que no resulta factible que el Banco de la Nación 

se apropie del íntegro de las remuneraciones del actor, pues solamente esté 

permitido proceder en virtud del mencionado artículo”. 

En ese sentido, al día de hoy, las autoridades jurisdiccionales entienden, 

correctamente, que la compensación no puede ser realizada sobre el bien 

inembargable, constituido en estos casos por las remuneraciones o pensiones, ello 

en atención al carácter alimentario de la remuneración y la pensión, pues garantizan 

la subsistencia de la familia y del trabajador o pensionista.  

Ahora bien, la argumentación del Banco se centra en que el artículo 1290° del Código 

Civil es únicamente aplicable en los casos de compensación legal, pues señala que 

sostener lo contrario implicaría una intromisión desproporcionada en la autonomía de 

la voluntad de los consumidores, generándoles mayores dificultades en el acceso al 

crédito. 

Al respecto, si bien no lo menciona expresamente la entidad denunciada, su 

argumentación se centra en señalar un supuesto de “sobreinclusión” del artículo 

1290° del Código Civil o, dicho de otra manera, en sostener una interpretación 

correctora restrictiva del artículo 1290°, señalando que ahí donde el legislador dice 

“compensación” en realidad se refiere exclusivamente a la compensación legal, 

generando así una disociación.   

En relación a la interpretación correctora restrictiva, Guastini sostiene que la misma 

circunscribe el significado de una disposición excluyendo de su ámbito algunos 

supuestos que, en principio, calzarían dentro del mismo a partir de una interpretación 

literal (2000: 39).  

Tal como lo señala Guastini, en el presente caso el Banco emplea el argumento de la 

disociación, pretendiendo establecer una diferenciación allí donde el legislador no lo 

ha hecho, de manera que debemos evaluar las razones que justificarían dicha 

diferenciación.  

¿Existen razones que justifiquen considerar a la compensación convencional 

como una excepción a la prohibición? 

 

Sobre el particular, realizaremos un análisis de los fundamentos señalados por el BCP 

para establecer una diferenciación donde la norma no lo hace y, seguidamente, 

explicaremos las razones por las cuales consideramos que debe primar una 

interpretación literal del artículo 1290° del Código Civil.  

En primer lugar, el Banco, apoyando su postura en el pronunciamiento que tuvo en 

su momento la máxima instancia del INDECOPI, señala que al ser la compensación 

un acto de disposición patrimonial y ser a su vez toda persona libre de disponer su 

patrimonio, cualquier limitación debe ser interpretada restrictivamente a fin de no 

afectar la esfera de libertad propia de toda persona. 



 
 

24 
 

Al respecto, en primer lugar, debemos precisar que la compensación es un medio de 

extinción de las obligaciones en donde resalta el hecho de que la compensación legal 

opera de forma unilateral, al margen de la existencia de un acuerdo, por lo que es 

incorrecto señalar que la compensación es un acto de disposición patrimonial. 

Asimismo, efectivamente toda persona es libre de disponer de su patrimonio salvo 

las limitaciones señaladas en la ley, el simple hecho de que se establezca una 

limitación a la autonomía privada no quiere decir que con ello se este vulnerando su 

libertad, pues dicha limitación encuentra su sentido en algún valor superior que 

quiere proteger el legislador.  

Tomemos como ejemplo la institución de la legítima, el cual está constituido por 

aquella cuota de la cual no puede disponer el causante o testador. En este caso, el 

legislador ha considerado que debe primar el bienestar de los herederos antes que la 

“libertad absoluta” para disponer de sus bienes por parte del causante.  

Así como en dicho ejemplo, nuestro Código Civil contiene diversas limitaciones a la 

autonomía privada y a la facultad de disposición que tiene en principio toda persona 

sobre su patrimonio.  

En adición a ello, debemos resaltar que en el presente caso la norma contenida en el 

artículo 1290° del Código Civil no está redactada en forma de prohibición de disponer 

del patrimonio, pues únicamente señala la prohibición de compensar el crédito 

inembargable a modo de norma imperativa.  

Es en virtud de dicha imperatividad que cualquier pacto que contravenga la misma 

incurrirá en nulidad. Así, también incurriría en nulidad, por ejemplo, un pacto en el 

que se supere el periodo máximo del usufructo, por contravenir una norma 

imperativa.  

Así pues, en el fondo el argumento del Banco es sumamente débil en la medida en 

que pretende inaplicar una norma imperativa bajo el argumento de la libertad de 

disponer de los propios bienes, ignorando que el Código Civil contiene una serie de 

normas imperativas que limitan la autonomía privada y la facultad de disposición, en 

favor de valores superiores. En el presente caso, la imperatividad del artículo 1290° 

está destinado a proteger los bienes inembargables debido a la importancia que 

tienen para la persona, siendo la remuneración y las pensiones particularmente 

importantes en la medida en que garantizan su subsistencia, esto es, en atención a 

su carácter alimentario.  

En segundo lugar, el Banco también sostiene el argumento referido a que la postura 

del denunciante validaría el incumplimiento de obligaciones por parte del mismo, 

generando una excepción a favor de los deudores, pues anteriormente dieron su 

propio consentimiento para efectuar una eventual compensación.   

Al respecto, la postura asumida no ampara en lo absoluto el incumplimiento de las 

obligaciones por parte del deudor, pues no se extingue la deuda ni se señala que el 

consumidor no deba cumplir con pagar el crédito. Lo que se señala es que el 

mecanismo de cobro a través de la compensación convencional no puede ignorar las 

normas imperativas, como lo es el hecho de que el Código Civil prohíba la 

compensación del crédito inembargable, el cual comprende a una parte de la 

remuneración o pensión, de tal manera que el Banco puede realizar el cobro sobre el 
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exceso a través de otros mecanismos legales que no contravengan normas 

imperativas.  

Asimismo, el hecho de que se oponga al comportamiento anterior del consumidor al 

momento de dar su consentimiento carece de relevancia, pues todo pacto a través 

del cual el consumidor acepte alguna cláusula que contravenga una norma imperativa 

deviene en nulo.  

Sin embargo, en el presente caso la cláusula materia de análisis no adolece de nulidad 

en la medida en que no contraviene ninguna norma imperativa, pues únicamente se 

establece la posibilidad de una compensación convencional en favor del Banco, lo 

cual resulta perfectamente legal. La conducta ilegal reside en la actuación del Banco 

al compensar más allá del límite de inembargabilidad.  

Así pues, el hecho de que el denunciante haya dado su consentimiento previo para 

efectuar una futura compensación es completamente legal, lo que no resulta valido 

es la realización de la compensación más allá del límite de inembargabilidad fijado 

por el Código Procesal Civil.  

En tercer lugar, también se usa el argumento consistente en el posible impacto que 

tendría dicha postura en el mercado de créditos, así, se señala que ello elevaría el 

costo del crédito y generaría una contracción en la oferta de créditos, en la medida 

en que los Bancos ya no contarían con la posibilidad de cobrar las deudas con las 

remuneraciones pensiones sin limitación alguna.  

Al respecto, debemos señalar que dicho argumento se sitúa en una situación 

hipotética y sin que se aporte evidencia alguna de que efectivamente dicha decisión 

tendría un impacto significativo en el mercado.  

A su vez, debemos notar que el mismo argumento puede ser usado con facilidad para 

criticar cualquier medida destinada a regular y proteger al consumidor, pues las 

protecciones en favor de los consumidores implican en principio un costo para los 

proveedores, entre ellos, las entidades bancarias y, a su vez, desincentivos para que 

las mismas otorguen créditos con bajos intereses.  

Asimismo, si bien, a partir de un análisis superficial, las consecuencias en el mercado 

que señala el Banco serían ciertas, es probable que su magnitud no sea relevante, 

toda vez que existen otros mecanismos para realizar el cobro de deudas y otros 

bienes sobre los cuales se puede realizar el cobro de las mismas.  

En adición a ello, debemos notar que en el presente caso el BCP le otorgó el crédito 

al consumidor antes de que él solicitara la creación de una cuenta de ahorros para el 

deposito de sus pensiones, de manera que es evidente que el hecho de que el 

consumidor contara en este caso con una pensión depositada en la misma entidad 

bancaria sobre la cual se podría materializar el cobro de la deuda es un aspecto que 

no tuvo incidencia alguna al momento de decidir si otorgarle el crédito o no.  

A ello se le suma el hecho de que actualmente en el mercado de créditos los Bancos 

no exigen que el consumidor al que le otorgan el crédito tenga una cuenta de ahorros 

donde se realice el pago de sus haberes con el mismo Banco que le otorga el crédito, 

precisamente porque existen otros mecanismos para realizar el cobro sobre otros 

bienes que no son inembargables. Así, los consumidores tienen créditos y cuentas de 
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ahorros con Bancos distintos, de manera que el supuesto impacto negativo en el 

mercado que señala el BCP sería de poca magnitud e, incluso asumiendo un gran 

impacto en el mercado, ello no sería motivo para amparar su postura ya que 

contravendría una norma imperativa y el carácter alimentario de las remuneraciones 

o pensiones, pues las normas están destinadas a proteger valores superiores más 

allá de posibles impactos en el mercado.  

Así pues, incluso asumiendo como cierta la magnitud que tendría en el mercado de 

créditos el sostener que el crédito inembargable no está sujeto a compensación legal 

o convencional, ello no tendría por qué afectar nuestra interpretación de los 

dispositivos vigentes, pues a partir de una interpretación sistemática es evidente que 

la compensación del crédito inembargable se encuentra proscrita en el ordenamiento.  

En caso eventualmente el legislador decida, por motivos económicos en el mercado 

de créditos, permitir la compensación del crédito inembargable, ello deberá hacerse 

a través de una reforma legislativa, más no transgrediendo lo previsto actualmente 

en el ordenamiento jurídico vigente.  

Finalmente, también se emplea el argumento referido a que la prohibición de 

afectación de una parte de las remuneraciones o pensiones contenida en el artículo 

648° del Código Procesal Civil tiene sentido únicamente en el caso específico de 

embargos, más no en la compensación libre y voluntaria. 

Al respecto, el artículo 1290° del Código Civil nos remite al 648° del Código Procesal 

Civil, de tal manera que el legislador ha querido que los bienes inembargables 

también se encuentren protegidos respecto de la compensación, sea legal o 

convencional, si ello no fuese así, sencillamente se habría omitido el artículo 1290° 

del Código Civil, pues con el 648° del Código Procesal Civil ya se encuentran 

protegidos dichos bienes del embargo.  

En ese sentido, resulta más que evidente que el legislador ha querido proteger a 

dichos bienes no solo de los embargos sino también de la compensación, debido a la 

importancia que tienen, particularmente las remuneraciones o pensiones.  

Asimismo, si advertimos que la protección de las remuneraciones o pensiones reside 

en su carácter alimentario y su importancia para la subsistencia de la persona, 

entonces cobra sentido que dicha protección alcance incluso a los supuestos de 

compensación convencional, más aún en los contratos por adhesión como en el 

presente caso.  

En ese sentido, no existen pues motivos para sostener un argumento de disociación 

en el artículo 1290° del Código Civil, por el contrario, tanto la doctrina como el sentido 

de la norma y los recientes pronunciamientos de las Autoridades Jurisdiccionales, nos 

indican que no es susceptible de compensación, legal o convencional, el crédito 

inembargable.  

Teniendo ello claro, resta analizar si las remuneraciones o pensiones mantienen su 

calidad de tal una vez depositadas en una cuenta de ahorros.  

¿Las remuneraciones o pensiones mantienen su calidad de tal una vez 

depositadas en una cuenta de ahorros? 
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Respecto a las remuneraciones, el artículo 6° del Decreto Supremo No. 003-97-TR, 

Texto Único Ordenado de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral, señala 

que:  

“Constituye remuneración para todo efecto legal el íntegro de lo que el 

trabajador recibe por sus servicios, en dinero o en especie, cualquiera sea la 

forma o denominación que tenga, siempre que sean de su libre disposición 

(…)” 

Así, la ley señala que constituye remuneración “para todo efecto legal” lo que el 

trabajador percibe por sus servicios, sea la denominación que tenga, de manera que, 

ante esta definición, los depósitos que correspondan a lo que percibe el trabajador 

por sus servicios no pierden su calidad de tal una vez depositados.  

Por su parte, la Constitución Política del Perú en su artículo 24° señala que:  

“El trabajador tiene derecho a una remuneración equitativa y suficiente, que 

procure, para él y su familia, el bienestar material y espiritual”.   

Así, la constitución garantiza una remuneración que sea suficiente y equitativa, esto 

es, sin discriminación, resaltando el hecho de que la misma deba ser suficiente para 

el bienestar del trabajador y su familia, es decir, se resalta el carácter alimentario de 

la misma.  

Ahora bien, el Tribunal Constitucional, a través de la sentencia recaída en el 

Expediente No. 0691-2004-AA/TC ha señalado que:  

“resulta indudable que la cuenta de ahorros N° 310-114962287-0-02, del Banco 

de Crédito, es la cuenta en la cual se depositaban mensualmente las 

remuneraciones del demandante. En ese sentido, siguiendo lo dispuesto por el 

numeral 6 del artículo 648 del Código Procesal Civil, la suma percibida 

mensualmente como remuneración tenía la calidad de inembargable hasta el 

límite de cinco unidades de referencia procesal (URP), esto es, hasta por la suma 

de S/. 1,550.00, al momento de entablado el embargo (años 2002 y 2003). 

Consecuentemente, siendo la remuneración neta mensual de S/. 1,292.04, la 

misma no podía ser afectada por medida cautelar alguna”. 

En esa misma línea, a través de la sentencia recaída en el Expediente No. 01796-

2020-PA/TC ha señalado que:  

“De otro lado, el Tribunal ha sido consistente en resolver que las cuentas de 

ahorro en donde se depositan las remuneraciones son embargables bajo los 

límites del artículo 648, inciso 6 del Código Procesal Civil, inclusive para el caso 

de trabajadores independientes (sentencias emitidas en los Expedientes 00691-

2004-PA/TC, fundamento 6, 00645-2013-PA/TC, fundamentos 7 a 9 y 02877- 

2014-PA/TC, fundamentos 3 a 6). Es decir, entiende que el dinero depositado en 

la cuenta bancaria del trabajador por la realización de un trabajo o servicio no 

pierde la característica de ser remuneración. Criterio que además ha sido recogido 

por el artículo 6 del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo 728, aprobado 

por Decreto Supremo 003-97-TR, que precisa que, para todo efecto legal, la 

remuneración abarca “el íntegro de lo que el trabajador recibe por sus servicios 

[…]” (Énfasis agregado) 

Así, a partir de la definición señalada en la ley como de los pronunciamientos del 

Tribunal Constitucional, concluimos que la remuneración no pierde su carácter de tal 

una vez depositada en una cuenta de ahorros.  
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Ahora bien, respecto de las pensiones, si bien no existe una definición de las 

pensiones en el ordenamiento jurídico, resulta bastante ilustrativa la definición del 

derecho a la pensión brindada por el constitucionalista Cesar Landa, quien señala que 

dicho derecho es un derecho social que implica el otorgamiento periodo de una 

prestación dineraria cuya finalidad es la de reemplazar la remuneración que percibía 

la persona durante el periodo de actividad laboral (2017: 154).  

Por su parte, César Abanto refiere también que la pensión implica el pago de un 

monto dinerario que reemplazará a las rentas de trabajo del pensionista con el 

objetivo de garantizar la subsistencia del mismo siempre y cuando haya cumplido 

con los requisitos legales exigidos para su percepción (2006: 436). 

Asimismo, cabe resaltar que el otorgamiento de periódico de la prestación bien puede 

estar a cargo del Estado o de una AFP, dependiendo del sistema pensionario al que 

se haya encontrado afiliado el trabajador a lo largo de su vida laboral.  

Por otro lado, cabe precisar que el derecho a la pensión responde a las aportaciones 

realizadas por el trabajador durante su actividad laboral, esto es, los trabajadores 

deben aportar una parte de su remuneración para posteriormente tener derecho a 

percibir una pensión. En el caso del sistema nacional de pensiones a cargo de la 

Oficina de Normalización Previsional – ONP, los aportantes activos son los que se 

encargan de cubrir las persones de las personas jubiladas, mientras que en el sistema 

privado de pensiones cada aportante tiene una cuenta individual en la cual se 

depositan las aportaciones que posteriormente recibirá en calidad de pensión al 

jubilarse.  

Respecto a la calidad de las pensiones una vez depositadas en una cuenta bancaria, 

consideramos que las mismas no pierden su calidad de tal por la sencilla razón de 

que no existen motivos jurídicos para que ello sea así, además del hecho de que 

resultaría incoherente que, mientras las remuneraciones mantengan su calidad de 

tal, las pensiones las pierdan.  

Finalmente, consideramos que el principal argumento para considerar que ni las 

remuneraciones ni las pensiones pierden su calidad de tal una vez depositadas en 

una cuenta corriente es que, de considerarse así, se quedaría sin ámbito de aplicación 

el numeral 6 del artículo 648° del Código Procesal Civil y, consecuentemente, una 

parte del 1290° del Código Civil.  

Ello es así porque resultaría imposible que en la práctica se realice un embargo en 

forma de retención sobre las remuneraciones o pensiones, ya que, si las 

remuneraciones y pensiones depositadas ya no tienen la calidad de tal, por 

consiguiente, bien podría embargarse la totalidad de los depósitos correspondientes 

a ambas, sin respetar el límite de inembargabilidad. Así, el numeral 6 del artículo 

648° del Código Procesal Civil se volvería una suerte de artículo inútil sin ámbito de 

aplicación práctico.  

Sin embargo, toda disposición normativa recogida en el ordenamiento tiene un 

motivo de existir y un sentido, de modo que la única manera en la que el numeral 6 

del artículo 648° del Código Procesal Civil tenga sentido, es si consideramos que las 

remuneraciones y pensiones no pierden su calidad de tal una vez depositadas en una 

cuenta bancaria. Siendo ello así, llegamos a la conclusión de que tanto las 
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remuneraciones como las pensiones no pierden su calidad de tal una vez depositadas 

en una cuenta bancaria.  

Ahora bien, resta analizar si el Banco vulneró o no el deber de idoneidad.   

¿Se ha incumplido el deber de idoneidad? 
El Código de Protección y Defensa del Consumidor recoge el deber de idoneidad a 

cargo de los proveedores en el artículo 18°:  

“Artículo 18.- Idoneidad  

Se entiende por idoneidad la correspondencia entre lo que un consumidor 

espera y lo que efectivamente recibe, en función a lo que se le hubiera 

ofrecido, la publicidad e información transmitida, las condiciones y 

circunstancias de la transacción, las características y naturaleza del producto 

o servicio, el precio, entre otros factores, atendiendo a las circunstancias del 

caso. La idoneidad es evaluada en función a la propia naturaleza del producto 

o servicio y a su aptitud para satisfacer la finalidad para la cual ha sido puesto 

en el mercado. Las autorizaciones por parte de los organismos del Estado para 

la fabricación de un producto o la prestación de un servicio, en los casos que 

sea necesario, no eximen de responsabilidad al proveedor frente al 

consumidor.”  

Así el deber de idoneidad se constituye como el deber de todo proveedor de un bien 

o servicio de entregar al consumidor aquello que este espera, considerando lo 

ofrecido explícitamente, la publicidad, condiciones, circunstancias en las que se 

produce la transacción, precio, entre otros, en atención a lo que esperaría un 

consumidor razonable.  

Ahora bien, a efectos de determinar si el proveedor de un bien o servicio, en este 

caso el BCP, ha cumplido con el deber de idoneidad recogido en el Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, debemos analizar si se cumplen todas las 

garantías (garantía legal, explícita e implícita), las cuales se encuentran recogidas en 

el artículo 20° del mismo cuerpo normativo:  

“Artículo 20.- Garantías  

Para determinar la idoneidad de un producto o servicio, debe compararse el 

mismo con las garantías que el proveedor está brindando y a las que está 

obligado. Las garantías son las características, condiciones o términos con los 

que cuenta el producto o servicio. Las garantías pueden ser legales, explícitas 

o implícitas:  

a. Una garantía es legal cuando por mandato de la ley o de las regulaciones 

vigentes no se permite la comercialización de un producto o la prestación de 

un servicio sin cumplir con la referida garantía. No se puede pactar en 

contrario respecto de una garantía legal y la misma se entiende incluida en 

los contratos de consumo, así no se señale expresamente. Una garantía legal 

no puede ser desplazada por una garantía explícita ni por una implícita.  

(…)”. 

Para efectos del análisis del presente caso únicamente nos interesa abordar a la 

garantía legal, ya que la discusión central gira en torno a ella, siendo irrelevantes la 

garantía explícita y la implícita.  
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Tal como señala el artículo 20°, la garantía legal constituye el deber del proveedor 

de cumplir con las leyes y regulaciones vigentes al momento de prestar el servicio. 

Ello implica que las obligaciones tengan como fuente normas imperativas, motivo por 

el cual se entiende incluida en los contratos automáticamente, sin que pueda pactarse 

en contra.  

Sobre la garantía legal, Rodríguez señala que la garantía legal obedece a que un 

consumidor razonable esperaría que el proveedor que le ofrece un producto o servicio 

observe la normatividad vigente. De tal modo que el contenido de las disposiciones 

legales y las regulaciones se integran al modelo y al contrato (2014: 308). 

Así, a efectos de determinar si se ha cumplido o no con la garantía legal, debemos 

analizar si el BCP, en la prestación del servicio ha incumplido alguna disposición legal 

o regulación aplicable.  

Al respecto, tal como hemos analizado en los puntos previamente abordados, el BCP 

ha inobservado el artículo 1290° del Código Civil al compensar el crédito 

inembargable más allá de los límites previstos en el numeral 6 del artículo 648° del 

Código Procesal Civil.  

En efecto, tal como hemos explicado más adelante, consideramos que a la luz del 

ordenamiento nacional vigente resulta ilegal efectuar una compensación sobre las 

pensiones o remuneraciones depositadas en las cuentas bancarias de los 

consumidores sin respetar el límite de inembargabilidad, en consideración a su 

carácter alimentario. En ese sentido, toda vez que se ha realizado una compensación 

ilegal, el Banco habría incumplido una garantía legal, por lo que se habría producido 

un incumplimiento al deber de idoneidad por parte del proveedor.  

Ahora bien, a efectos de determinar si la conducta descrita es pasible de sanción 

debemos analizar la aplicación del principio de confianza legitima al caso en concreto.  

¿El principio de confianza legitima resulta aplicable al caso en concreto? 

 

Como quiera que la Sala consideró que, en virtud del principio de confianza legitima, 

no correspondía sancionar al BCP, debemos analizar si dicho principio resultaba 

aplicable al caso en concreto o no.  

En efecto, la Sala de Protección al Consumidor consideró, en última instancia 

administrativa, que el principio de confianza legítima justificaba la actuación del 

banco, eliminando así la antijuricidad de la conducta, por lo que no cabía imponer 

sanción alguna. Así, la actuación del BCP se encontraba amparada en los anteriores 

pronunciamientos del INDECOPI recaídos en las Resoluciones 3448-2011/SC2-

INDECOPI y 0692-2012/SCO2-INDECOPI.  

Ahora bien, respecto del principio de confianza legítima, si bien a la fecha dicho 

principio se encuentra expresamente reconocido en el artículo IV del Texto Único 

Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto 

Supremo No. 004-2019-JUS (en adelante, “LPAG”), a la fecha en la que se emitieron 

los diversos pronunciamientos en el caso en concreto dicho principio todavía no tenia 

una regulación expresa en nuestro ordenamiento jurídico, sin embargo, resulta 

ilustrativo analizar lo que señala actualmente la normativa.  
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Así, en el numeral 1.15 del artículo IV de la LPAG se señala sobre dicho principio lo 

siguiente:  

“1.15. Principio de predictibilidad o de confianza legítima.-  

(…) 

Las actuaciones de la autoridad administrativa son congruentes con las 

expectativas legítimas de los administrados razonablemente generadas por la 

práctica y los antecedentes administrativos, salvo que por las razones que se 

expliciten, por escrito, decida apartarse de ellos.  

La autoridad administrativa se somete al ordenamiento jurídico vigente y no 

puede actuar arbitrariamente. En tal sentido, la autoridad administrativa no 

puede variar irrazonable e inmotivadamente la interpretación de las normas 

aplicables”. 

En ese sentido, dicho principio establece el deber de la autoridad administrativa de 

ser congruente con sus pronunciamientos previos, salvo que existan razones para 

apartarse de ellos.  

Ahora bien, a nivel de doctrina, Silvina ha señalado que la confianza legítima hace 

referencia a aquel sujeto que tiene una expectativa de obtener por parte de otro una 

acción favorable a sus intereses, en vista de una conducta previa por parte del mismo 

(2013: 98) 

Asimismo, Fernandez Martinez y otros autores señala que la misma consiste en la 

confianza generada por la Administración Pública de que va a actuar en un 

determinado sentido en atención a sus conductas previas, las cuales deben haberse 

llevado a cabo dentro de la legalidad (2006: 209).  

Así pues, dicho principio no es otra cosa que la expectativa justificada del 

administrado de que la Administración Pública va a actuar en determinado sentido 

de acuerdo con pronunciamientos anteriores que crearon dicha expectativa en el 

sujeto administrado.  

Asimismo, con anterioridad al reconocimiento explícito de dicho principio en el 

ordenamiento jurídico, se consideraba que el mismo se derivaba de los principios de 

igualdad y seguridad jurídica.  

Ahora bien, para que dicho principio resulte aplicable en la doctrina se ha señalado 

que deben concurrir determinados requisitos: (i) La existencia de una determinada 

acción estatal generadora de la confianza; (ii) Manifestación de confianza del 

particular sobre la actuación estatal mediante signos externos; (iii) Legitimidad de la 

confianza; y (iv) La existencia de una actuación estatal posterior que rompa con la 

confianza creada.  

Dicho eso, analicemos si en el caso en concreto concurren dichos requisitos, respecto 

a la existencia de una acción estatal generadora de la confianza, tenemos que 

previamente el INDECOPI había emitido pronunciamientos en los cuales señalaba la 

validez de la conducta desplegada por el BCP.  

Así, a través de las resoluciones 3448-2011/SC2-INDECOPI y 4036-2014/SPC-

INDECOPI analizadas previamente, la Autoridad en materia de Protección al 
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Consumidor señaló que la compensación convencional sobre las remuneraciones o 

pensiones de los consumidores no se encontraba sujeta a los límites de 

inembargabilidad del Código Procesal Civil.  

En ese sentido, es evidente que ha existido una determinada acción estatal, 

constituida por la emisión de pronunciamientos previos, que crearon la confianza en 

la entidad bancaria de que su conducta se enmarcaba en el marco jurídico nacional.  

Respeto del segundo de los requisitos, el BCP ha manifestado su confianza sobre los 

pronunciamientos emitidos por el INDECOPI al continuar realizando compensaciones 

sobre las remuneraciones o pensiones de los consumidores sin observar el límite de 

inembargabilidad fijado en la normativa nacional.  

Respecto a la legitimidad de la confianza creada, Maraví sostiene que la misma 

residiría en el error invencible por parte del administrado. Así, sostiene que el error 

invencible suprime el dolo o culpa del administrado pues el mismo no podría eliminar 

el error con ningún esfuerzo de conciencia (2018: 10).   

Al respecto, en el presente caso el error inducido por el INDECOPI es invencible toda 

vez que el BCP no podía eliminar dicho error mediante un esfuerzo de conciencia o 

actuando de manera diligente. Asimismo, la Administración Pública posteriormente 

emitió diversos pronunciamientos que fueron armónicos con el signo emitido 

previamente, esto es, resoluciones que mantenían la misma postura. De tal manera 

que la confianza creada en el presente caso es legítima.  

Finalmente, a efectos de invocar el principio de confianza legítima es necesario que 

exista una actuación estatal que rompa con la confianza creada. Dicho requisito se 

configura en el presente caso a través de la Resolución No. 932-2014/ILN-CPC, 

mediante la cual la Comisión de Protección al Consumidor declaró fundada la 

denuncia, rompiendo así con la confianza creada.  

Sin perjuicio de ello, de conformidad con lo señalado previamente, somos de la 

opinión de que la Sala Especializada en Protección al Consumidor debió modificar su 

criterio, señalando la ilegalidad de realizar compensaciones sobre las remuneraciones 

o pensiones más allá del límite de inembargabilidad. En ese sentido, consideramos 

que en cualquier caso se debió romper la confianza previamente creada a través de 

un cambio de criterio, por lo que resulta plenamente aplicable el principio de 

confianza legítima.  

¿Dicho principio constituye un factor atenuante o un eximente de 

responsabilidad? 

 

Una vez que hemos determinado la aplicación del principio de confianza legítima al 

caso en concreto, resta analizar si el mismo se constituye como un factor atenuante 

o como un eximente de responsabilidad.  

Cabe precisar que mientras la atenuación tiene como función aminorar la sanción 

final a imponerse en atención a determinados factores considerados por el legislador, 

el eximente de responsabilidad constituye la exclusión total de responsabilidad por 

parte del proveedor o administrado, por lo que no cabría la imposición de sanción 

alguna.  
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Al respecto, si bien la conclusión señalada por la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor respecto a que el principio de confianza legítima constituye un eximente 

de responsabilidad desde un punto de vista teórico es correcto, lo cierto es que carece 

de sustento normativo.  

En efecto, a la fecha en la que se cometió la conducta denunciada y también a la 

fecha de la emisión del pronunciamiento en última instancia por parte de INDECOPI, 

el error inducido por la administración pública constituía un atenuante de 

responsabilidad, de conformidad con lo previsto en el entonces vigente artículo 236-

A de la Ley No. 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General:  

“Artículo 236-A.- Atenuantes de Responsabilidad por Infracciones 

Constituyen condiciones atenuantes de la responsabilidad por la comisión de 

la infracción administrativa, las siguientes: 

(…) 

2.- Error inducido por la administración por un acto o disposición 

administrativa, confusa o ilegal.” 

Así pues, en virtud del principio de legalidad lo que correspondía era realizar un 

cambio de criterio y considerar la aplicación del principio de confianza legítima, a 

través del error inducido por la administración pública, como un factor atenuante de 

la responsabilidad, de conformidad con las normas vigentes en ese entonces.  

Cabe resaltar que, desde el año 2016, el mismo artículo contempla el error inducido 

por la Administración Pública como un factor eximente de responsabilidad, sin 

embargo, no corresponde su aplicación al ser posterior a los hechos del caso.  

Siendo ello así, por mas que a nivel de doctrina la solución correcta debiera ser 

considerar el error inducido por la administración pública como un supuesto eximente 

de responsabilidad, lo cierto es que a la luz de las normas vigentes al momento de 

producida la conducta infractora dicho supuesto constituía únicamente un atenuante 

de responsabilidad, por lo que INCECOPI debió considerar una sanción atenuada en 

el caso en concreto.  

Conclusiones: 
 

Luego de haber efectuado el análisis correspondiente, hemos arribado a las siguientes 

conclusiones:  

1. En el caso materia de análisis se ha configurado una compensación 

convencional de acuerdo a lo pactado en las condiciones generales del 

contrato de adhesión. Asimismo, las limitaciones a dicha compensación 

convencional se encuentran reguladas en el Código Civil. 

  

2. A partir de una interpretación sistemática y literal de las normas del Código 

Civil, concluimos que se encuentra prohibida la compensación sobre los 

créditos inembargables, entre los cuales encontramos a las remuneraciones y 

pensiones de acuerdo a los límites señalados en el Código Procesal Civil. En 

efecto, toda vez que el artículo 132° de la Ley No. 26702 nos remite a las 



 
 

34 
 

disposiciones del derecho común en materia de compensación, y el artículo 

1290° del Código Civil señala la imposibilidad de compensar el crédito 

inembargable, no podemos sino concluir que no pueden ser objeto de 

compensación bancaria los bienes inembargables contenidos en el artículo 

648° del Código Procesal Civil, entre los cuales se encuentran parcialmente 

las remuneraciones y pensiones.  

 

3. No existen fundamentos para sustentar una interpretación restrictiva del 

artículo 1290° del Código Civil, por el contrario, existen razones suficientes 

para señalar que el crédito inembargable debe ser protegido no solo en los 

casos de embargo sino también en la compensación, sea legal o convencional. 

Dichos fundamentos son los siguientes:  

 

• El hecho de que se establezca una limitación a la autonomía privada 

no quiere decir que con ello se esté vulnerando su libertad, pues dicha 

limitación encuentra su sentido en algún valor superior que quiere 

proteger el legislador. En este caso la limitación obedece al carácter 

alimentario de la remuneración o pensión que permite la subsistencia 

de la persona y su familia.  

 

• El Banco puede realizar el cobro sobre el exceso a través de otros 

mecanismos legales que no contravengan normas imperativas. 

 

• La postura que defendemos no tendría ningún impacto significativo en 

el mercado de créditos, toda vez que existen otros mecanismos para 

realizar el cobro de deudas y otros bienes sobre los cuales se puede 

realizar el cobro de las mismas. Tal es así que el BCP le otorgó el 

crédito antes de que el consumidor tenga una cuenta de ahorros en los 

que se deposite su pensión con dicha entidad bancaria. 

  

4. Las remuneraciones o pensiones mantienen su calidad de tal una vez 

depositadas en las cuentas bancarias de ahorros, pues no existen razones 

jurídicas para que ello sea así. Asimismo, sostener lo contrario implicaría dejar 

sin ámbito de aplicación al numeral 6 del artículo 648° del Código Procesal 

Civil. 

 

En esa misma línea, recordemos que en la definición de remuneración se 

sostiene que la misma constituye tal para “todo efecto legal”, por lo que una 

vez depositada en una cuenta bancaria mantiene su condición de tal, no 

debiendo ser diferente el caso de la pensión pese a que no se cuenta con una 

definición de la misma en el ordenamiento nacional vigente.  

 

5. Siendo ello así, se ha incumplido el deber de idoneidad, concretamente la 

garantía legal, al efectuar una compensación sobre las pensiones sin respetar 

el límite de inembargabilidad establecido en el numeral 6 del artículo 648° del 

Código Procesal Civil.  

 

6. Se cumplen todos los requisitos para la aplicación del principio de confianza 

legítima, pues existe una conducta previa de la Administración Pública que 
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sustenta la confianza creada, la misma que es legítima y se ha visto 

quebrantada por la emisión de un pronunciamiento posterior.  

 

7. No obstante lo señalado por el INDECOPI en última instancia, correspondía 

considerar la aplicación del principio de confianza como un factor atenuante 

de responsabilidad, de conformidad con lo previsto por el artículo 236-A 

vigente en ese entonces de la Ley No. 27444, Ley del Procedimiento 

Administrativo General.  

 

8. Siendo ello así, consideramos que INDECOPI debió efectuar a través del 

presente procedimiento un cambio de criterio, señalando la ilegalidad de que 

los Bancos efectúen compensaciones sin respetar el límite de 

inembargabilidad de las pensiones o remuneraciones, aplicando el principio 

de confianza legítima y considerar el atenuante a efectos de sancionar al BCP.  
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